
ra cuestión de tiempo que el ingente proble-
ma de las listas de espera acabara estallando
en las manos de algún ministro de Sanidad.
Y, como siempre, ha sido la fuerza de la opi-

nión pública la que ha conseguido generar una cierta
movilización en el Gobierno. Es cierto que la opinión
pública sólo se conciencia las más de las veces tras la
difusión sensacionalista de ciertos datos, en este caso
tras la denuncia efectuada por varios cirujanos cardio-
vasculares; pero eso no es óbice para reconocer que
estos compañeros no han hecho más que cumplir con
una obligación deontológica ineludible.

Entre tanto, la toma de postura del Ministerio de
Sanidad y de las Comunidades Autónomas con com-
petencias sanitarias transferidas ha vuelto a ser estric-
tamente inadecuada. La elaboración de neologismos y
eufemismos (demora media no es lo mismo que espe-
ra media) con los que disfrazar la realidad raya lo pa-
tético. En ninguna de las manifestaciones de los res-
ponsables políticos se ha admitido lo más obvio: la
imposibilidad absoluta de responder de forma razona-
blemente diligente con los recursos sanitarios disponi-
bles a las expectativas generadas en la sociedad.

Es evidente que las soluciones no son fáciles,
que la cirugía cardiovascular no es la única con im-
portante lista de espera, que las consultas a la aten-
ción especializada y muchos procedimientos diagnós-
ticos incrementan de forma no reconocida
oficialmente el tiempo que tarda el ciudadano medio
en resolver su problema de salud... Por eso mismo es
evidente que no se puede caer en la simpleza de tra-
tar de maquillar la situación anunciando medidas de
choque que implican sólo a una parte del problema
(casualmente la única relacionada con la actividad de
los profesionales de la Medicina) y que ante la ciu-
dadanía intentan trasladar a los médicos la responsa-
bilidad de su resolución más o menos inmediata. Hay
importantes deficiencias estructurales en nuestro Sis-
tema Sanitario, pero las más graves derivan de que la
sociedad plantea las exigencias (prestaciones infinitas,
costes sufragados por el Erario Público), pero no ac-
cede a la toma real de la decisión de con qué recur-
sos hacerles frente. Y es que en nuestra Europa super-
desarrollada las claves macroeconómicas vienen
impuestas por el Tratado de Maastricht y los ciudada-
nos individuales tienen poco que opinar.

Lo cierto es que nuestro Sistema Nacional de Sa-
lud pretende haber universalizado la asistencia sanita-
ria (aunque esto merecerá un comentario aparte) y no
se resiste a excluir prestaciones (por más que algunas
exclusiones históricas resultan vergonzantes, como las
odontoestomatológicas). La trampa es no garantizar
cuándo el ciudadano podrá recibir la prestación con-
creta que el Sistema le reconoce como derecho.

Las listas de espera desmienten la pretendida
equidad del Sistema Sanitario. Los ciudadanos con
recursos, o los dispuestos a hurtarlos de otras necesi-
dades perentorias para paliar la angustia de la demo-
ra en la atención de su problema de salud, acaban
renunciando a recibir esa prestación (cuyo efecto se
suspende muchas veces sine die) y procuran proveer-
se de los servicios del sector privado.

A fuerza de ser perverso, se diría que nuestros
gestores han encontrado una eficaz manera de frenar
el imparable crecimiento del consumo de recursos
sanitarios. Someter a los pacientes a sucesivos cuellos
de botella (demoras para primeras consultas, para
pruebas diagnósticas, para sucesivas consultas, para
interconsultas con otros especialistas, para inclusión
definitiva en lista de espera quirúrgica...) a lo largo de
su atención sanitaria facilita que gran parte de los
gastos generados durante todo el proceso puedan ser
imputados a ejercicios contables posteriores. Y así su-
cesivamente.

La solución es muy compleja, efectivamente.
No obstante, cualquier intento en este sentido estará
llamado al fracaso si conjuntamente la sociedad civil
y las diferentes administraciones sanitarias no consi-
guen priorizar necesidades, excluir prestaciones, in-
crementar los recursos o, quizá, todo a la vez; con-
vendría, al mismo tiempo, que el Estado dispusiera
algún régimen de garantías por el que se comprome-
tiese, por ejemplo, a correr con los gastos de la aten-
ción en centros privados de los pacientes que sobre-
pasasen un tiempo de espera límite pactado
previamente. Probablemente el papel de los sanitarios
deba ser, más bien, el de observadores prudentes y
atentos, el de consejeros expertos de las partes, el de
técnicos dispuestos a cumplir con su trabajo con el
máximo esmero y a denunciar con firmeza las situa-
ciones éticamente insostenibles que puedan suponer
menoscabo de nuestros pacientes.
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